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I. Disposiciones generales

JEFATURA DEL ESTADO
24357 LEY 14/2000, de 29 de diciembre, de Medi-

das fiscales, administrativas y del orden social.

JUAN CARLOS I
REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo

vengo en sancionar la siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

La Ley de Presupuestos Generales del Estado para
el año 2001 establece determinados objetivos de política
económica, cuya consecución hace necesaria la apro-
bación de diversas medidas normativas que permiten
una mejor y más eficaz ejecución del programa eco-
nómico del Gobierno, en los distintos ámbitos en que
aquél desenvuelve su acción. Este es el fin perseguido
por la presente Ley que, al igual que en años anteriores,
recoge distintas medidas referentes a aspectos tributarios,
sociales, de personal al servicio de las Administraciones
públicas, de gestión y organización administrativa, y de
acción administrativa en diferentes ámbitos sectoriales.

II

Entre las disposiciones que deben contenerse en esta
Ley de Medidas fiscales, administrativas y del orden
social, se encuentran las normas tributarias que no cuen-
tan con habilitación legislativa para su modificación pre-
supuestaria; por ello, dando cumplimiento a lo dispuesto
en la Ley 1/1998, de 26 de febrero, de Derechos y
Garantías de los Contribuyentes, el título de la Ley alude
expresamente a las normas tributarias: «Ley de Medi-
das fiscales, administrativas y del orden social» para el
año 2001.

Las disposiciones tributarias contenidas en el Título I
de esta Ley vienen exigidas, en general, por tres cir-
cunstancias:

En primer lugar, por imperativo legal. Es el caso de
la adaptación de la normativa del Impuesto sobre el Valor
Añadido a lo dispuesto en la Sexta Directiva del Consejo
(77/388) en lo que se refiere al procedimiento especial
para la devolución del impuesto soportado con ante-
rioridad al inicio de las operaciones que constituyen el
objeto de la actividad del sujeto pasivo, como conse-
cuencia de la reciente sentencia del Tribunal de Justicia
de las Comunidades Europeas. Destacan también las
modificaciones realizadas en el Impuesto Especial sobre
Determinados Medios de Transporte, el Impuesto Gene-
ral Indirecto Canario y los derechos y demás tributos
a la importación para adaptarlos a lo establecido en el
Convenio de Viena sobre relaciones diplomáticas y con-
sulares, como consecuencia de la desaparición del régi-
men de matrícula turística el 1 de enero de 2001. Asi-
mismo se incluyen otras modificaciones con el objeto
de seguir adecuando nuestra normativa tributaria a los
plazos de prescripción contenidos en la Ley 1/1998,

de 26 de febrero, de Derechos y Garantías de los Con-
tribuyentes.

En segundo lugar, por razones de tipo técnico, deri-
vadas de la experiencia de aplicación de las normas tri-
butarias por la Administración y los contribuyentes, así
como del impacto que la jurisprudencia y la doctrina
van generando en la normativa tributaria. En particular,
cabe destacar los nuevos supuestos de exención por
indemnizaciones en el Impuesto sobre la Renta de las
Personas Físicas, la modificación de algunos aspectos
del Régimen de Fusiones en el Impuesto sobre Socie-
dades y la equiparación de los tipos de gravamen en
el Impuesto sobre la Renta de no Residentes con los
tipos de retención existentes para residentes.

En relación con el artículo 25 de la Ley 19/1994,
de 6 de julio, de modificación del Régimen Económico
y Fiscal de Canarias, se aclara que los bienes de inversión
adquiridos o importados deben entrar en funcionamiento
de manera inmediata, como siempre fue la voluntad del
legislador y de la norma, y se fija un período de cinco
años, o vida útil si fuera inferior, para el mantenimiento
de las inversiones.

Finalmente, existen disposiciones a través de las cua-
les se busca incentivar determinadas actuaciones. Es
el caso de la aplicación de la nueva deducción por tec-
nologías de la información y de comunicación a empre-
sarios personas físicas en régimen de estimación obje-
tiva, de la modificación del Impuesto Especial de Deter-
minados Medios de Transporte con el objeto de facilitar
la renovación de las flotas de las empresas de alquiler
y de enseñanza de conductores o de las medidas que
buscan adaptar los procedimientos tributarios a la socie-
dad de la información y, especialmente, a los medios
telemáticos de tramitación de los mismos.

Por último, desde la perspectiva fiscal, conviene des-
tacar la modificación de la Ley General Tributaria en
materia de interrupción de la prescripción para adecuar-
se a lo dispuesto en la Ley 1/1998, de 26 de febrero,
de Derechos y Garantías de los Contribuyentes, y los
cambios introducidos en materia de tasas, entre los cua-
les merece destacarse el correspondiente a la tasa por
reserva del dominio público radioeléctrico.

III

El Título II de la Ley tiene por objeto el establecimiento
de medidas relacionadas con el orden social.

Se modifica el texto refundido de la Ley General de
la Seguridad Social. Se reduce de cinco a cuatro años
el plazo de prescripción del pago de las cuotas, del dere-
cho de la Administración de la Seguridad Social para
determinar las deudas con la Seguridad Social, y de la
acción para imponer sanciones por incumplimiento de
las normas de Seguridad Social. Se da nueva regulación
a la devolución de ingresos indebidos, estableciendo la
inclusión en la cantidad a devolver del interés legal del
dinero aplicado a los importes indebidamente ingresa-
dos, así como el reembolso de los costes de las garantías
aportadas para suspender la ejecución de la deuda, en
cuanto ésta sea declarada improcedente por sentencia
o resolución administrativa. Asimismo se reduce el plazo
de prescripción de los ingresos indebidos de cinco a
cuatro años.

Dichas modificaciones obedecen al mandato de pro-
gresiva homogeneización de los procedimientos recau-
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Disposición adicional vigésima tercera. Competencia
para la modificación de las tarifas telefónicas.

Las tarifas y precios a los que se refiere la disposición
adicional segunda del Real Decreto-ley 16/1999, de 15
de octubre, por el que se adoptan medidas para combatir
la inflación y facilitar un mayor grado de competencia
en las telecomunicaciones, y el artículo 4 del Real Decre-
to-ley 7/2000, de 23 de junio, de Medidas Urgentes
en el Sector de las Telecomunicaciones, podrán ser fija-
dos, modificados o suprimidos mediante Acuerdo de la
Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Econó-
micos.

Disposición adicional vigésima cuarta. Modificación de
la Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de
los Transportes Terrestres, en materia de seguro de
viajeros.

Se modifica el apartado 1 del artículo 21 de la
Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de los Trans-
portes Terrestres, que queda con la siguiente redacción:

«1. En todo transporte público de viajeros, los
daños que sufran éstos deberán estar cubiertos por
un seguro, en los términos que establezca la legis-
lación específica sobre la materia, en la medida
en que dichos daños no estén indemnizados por
el seguro de responsabilidad civil de suscripción
obligatoria previsto en la Ley de Responsabilidad
y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor.»

Disposición adicional vigésima quinta. Plazo para la
adaptación de los compromisos por pensiones de las
empresas con su personal a la disposición adicional
primera de la Ley 8/1987, de 8 de junio, de Regu-
lación de los Planes y Fondos de Pensiones.

Para la adaptación de los compromisos por pensiones
de las empresas con su personal a lo establecido en
la disposición adicional primera de la Ley 8/1987, de 8
de junio, de Regulación de los Planes y Fondos de Pen-
siones, el plazo previsto en las disposiciones transitorias
decimocuarta, apartado 1.o y decimoquinta, apartados
1 y 2, de la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de Orde-
nación y Supervisión de los Seguros Privados, y normas
de desarrollo de las misma, se extenderá hasta el 16
de noviembre de 2002.

Disposición adicional vigésima sexta. Modificación de
la Ley 66/1997, de 30 de diciembre, de Medidas
Fiscales Administrativas y del Orden Social, en lo refe-
rente a la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre-Real
Casa de la Moneda.

Uno. El apartado cinco del artículo 81 de la
Ley 66/1997, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales
Administrativas y del Orden Social, queda redactado de
la siguiente forma:

«Cinco. La Fábrica Nacional de Moneda y Tim-
bre-Real Casa de la Moneda, procurará la máxima
extensión de la prestación de los servicios seña-
lados para facilitar a los ciudadanos, las relaciones
a través de técnicas y medios EIT con la Admi-
nistración General del Estado y, en su caso, con
las restantes Administraciones.

A tales efectos, podrá celebrar convenios con
las Administraciones públicas territoriales y orga-
nismos públicos vinculados o dependientes de ellas
y, en su caso, con la “Sociedad Estatal Correos
y Telégrafos, Sociedad Anónima”.»

Dos. El apartado siete del artículo 81 de la
Ley 66/1997, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales,

Administrativas y del Orden Social, en la redacción dada
por el artículo 51 de la Ley 55/1999, de 29 de diciembre,
de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social,
queda redactado de la siguiente forma:

«Siete. Se faculta a la Fábrica Nacional de
Moneda y Timbre-Real Casa de la Moneda, a la
prestación de los servicios técnicos, administrativos
y de seguridad regulados en este artículo cuando
fueren solicitados tanto por los órganos jurisdic-
cionales, de acuerdo con los procedimientos pre-
vistos en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio,
del Poder Judicial, y sus normas de desarrollo,
como por las partes y demás intervinientes en el
proceso, de acuerdo con las reglas generales de
postulación, en relación con los actos de comu-
nicación procesal que, de acuerdo con las leyes
procesales, puedan practicarse a través de técnicas
y medios electrónicos, telemáticos e informáticos.»

Disposición adicional vigésima séptima. Patrimonio
Comunal Olivarero.

1. Se habilita al Gobierno para, en un plazo de die-
ciséis meses, declarar extinta la corporación de derecho
público «Patrimonio Comunal Olivarero», pasando la tota-
lidad de sus bienes a constituir una fundación en la que
éstos queden afectos a los mismos fines en beneficio
del olivar y sus productos.

La escritura pública de constitución determinará,
entre otros extremos, la composición del órgano de
gobierno de la fundación, la duración del mandato de
los miembros y la progresiva renovación de los mismos.
Inicialmente formarán parte del órgano de gobierno los
miembros del Consejo Rector de la Corporación por el
tiempo que se determine.

2. Asimismo, la Corporación Patrimonio Comunal
Olivarero, de forma voluntaria y antes de que transcurra
el plazo de dieciséis meses, podrá constituir la citada
fundación, con las características aludidas, y previo infor-
me favorable del Ministerio de Agricultura, Pesca y Ali-
mentación sobre el contenido de sus Estatutos, proce-
diendo el Gobierno con posterioridad a la extinción de
la Corporación.

Disposición adicional vigésima octava. Modificación
del texto refundido de la Ley de Contratos de las
Administraciones Públicas, aprobado por Real Decre-
to Legislativo 2/2000, de 16 de junio.

La disposición transitoria segunda del texto refundido
de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas,
aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16
de junio, tendrá la siguiente redacción:

«Disposición transitoria segunda. Fórmulas de
revisión.

Hasta tanto que, de conformidad con lo dispues-
to en el artículo 104, se aprueben fórmulas tipo
para la revisión de precios, seguirán aplicándose
las aprobadas por el Decreto 3650/1970, de 19
de diciembre; por el Real Decreto 2167/1981,
de 20 de agosto, por el que se complementa el
anterior y por el Decreto 2341/1975, de 22 de
agosto, para contratos de fabricación del Ministerio
de Defensa.

El contenido de esta disposición producirá efec-
tos desde la entrada en vigor de la Ley 53/1999,
de 28 de diciembre.»
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